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Temas: 

         DERECHO A LA SALUD/ TRATAMIENTO INTEGRAL / DECISIÓN DE TUTELA ANTERIOR / HECHOS Y PRETENSIONES DIFERENTES / NO HAY COSA JUZGADA / RECOBRO / NO REQUIERE SER ORDENADO POR EL JUEZ DE TUTELA / De conformidad con las normas transcritas y jurisprudencia constitucional antes relacionadas, esta Sala encuentra que lo ordenado por el juez de primera instancia se ajusta a los mismas, si se tiene en cuenta que la señora  EJGG, de 63 años de edad, padece varias patologías que le han menguado su salud ante la ausencia de los tratamientos médicos que le fueron prescritos y que fue el motivo que la llevaron a acudir nuevamente al juez de tutela, ya que si se observa el fallo proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 15 de febrero de 2018, el cual quedó bajo el radicado  No. 2018-064, ese despacho en su numeral segundo advirtió al Jefe de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda que continuara con el suministro del tratamiento integral a la señora Garcés por “las patologías que la vienen afectando” (folio 50 vuelto), y si se confrontan las pruebas que adjuntó con el escrito introductorio que generó dicho fallo, la accionante en esa oportunidad había sido valorada  por el médico internista Hugo Alberto Pérez Pertuz el 18 de enero de 2018, consultó por nutrición y dietética, siendo remitida a valoración por gastroenterología y le fue prescrito  una “prueba ecocardiograma de stree con prueba de esfuerzo o con prueba farmacológica” (Fls. 41-45).  

6.11. De tal manera, que para esta Sala no son de recibo los argumentos expuestos por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda en el sentido de que la actora ya contaba con un fallo de tutela (radicado 2018-064) tramitado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira a su favor en la cual le concedieron la protección integral, pues la actual demanda versa sobre hechos y pretensiones diferentes, habida cuenta que la señora Garcés ya tiene un diagnóstico y tratamiento emitido por el gastroenterólogo Jairo Alfredo Guevara Guzmán y por el dermatólogo Germán Alonso Montes Ramírez, por lo que no se puede inferir que se ha configurado una cosa juzgada. 

(…)

Y en lo que tiene que ver con la petición del impugnante que hace relación al derecho que le asiste a su representada a la facultad de recobro por aquellos servicios contemplados en el fallo objeto de recurso, es necesario establecer que la Corte Constitucional  y esta Sala de decisión  han abordado el tema, concluyendo que el recobro no es una situación que deba debatirse a través del mecanismo excepcional de tutela, ya que las entidades de salud cuentan con los mecanismos y procedimientos idóneos para acceder al reembolso de los dineros de manera directa, sin que medie orden judicial que así lo declare.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0505
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Jefe de Sanidad de Risaralda de la Policía Nacional frente al fallo emitido el 27 de abril de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora EJGG en contra de la Dirección Nacional Sanidad de Policía Nacional de Bogotá y otro. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Narró la señora EJGG, de 63 años de edad, que se encuentra afiliada como beneficiaria de su cónyuge, el señor Nelson Gómez Marín, al sistema de salud de la Policía Nacional.  

Señaló que le fueron diagnosticados un tumor benigno de la piel del cuero cabelludo y del cuello “queratosis seborreica”,  y un síndrome de reflujo gastroesofágico sin esofagitis y obesidad por exceso de calorías. 

Indicó que le fue prescrito el medicamento Bromuro de Pinaverio tableta x 100 mg cantidad 1 cada 12 horas, total 120, tratamiento por 2 meses, el cual fue sometido al Comité Técnico Científico  de la entidad accionada, sin que a la fecha de instaurar la acción de tutela hubiera recibido el suministro de los mismos, lo que le ha generado ansiedad, ya que ha tenido que comprarlos particularmente, pese a las dificultades económicas.   

Mencionó la accionante que desde marzo pasado le fue ordenado un “Phmetría+ impeddancionmetría 24 horas”, la cual fue aprobada, pero no ha sido realizado, ni se le ha asignado cita para su patología de síndrome de reflujo gastroesofágico sin esofagitis. 

Indicó que igualmente le fue ordenado el procedimiento quirúrgico resección de lesiones cutáneas por “cauterización, fulguración o crioterapia en área especial más de diez lesiones”, cita que fue programada para el pasado 28 de marzo y que por razones de su salud, ante la falta de los medicamentos para el síndrome de reflujo aludido, debió cancelar  dicha cita y ahora los funcionarios de Sanidad le informan que no tienen presupuesto para realizar tal procedimiento. 

Adujo no tener medios económicos para realizar el tratamiento oportuno, ni seguir asumiendo la compra de los medicamentos, por lo cual acude a la acción de tutela con el fin de que le brinden de manera integral lo necesario para sus patologías.
La actora allegó con la demanda de tute4la los documentos que sustentan sus pretensiones y solicitudes  (Fls. 5-20)
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. SANIDAD SECCIONAL RISARALDA – POLICÍA NACIONAL

Indicó que esa dependencia ha dispuesto todos los mecanimos para prestar de manera oportuna los servicios de salud que le han sido ordenados a la accionante.

Informó que el medicamento Bromuro de Pinverio tabx 100 mg es un producto que se encuentra por fuera del plan de servicios y por lo que los usuarios deben acudir al trámite establecido para el Comité Técnico de la Dirección de Sanidad para su aprobación y subsiguiente entrega.    Sin embargo, el CTC señaló que el fármaco se pronunció al respecto, negando su aprobación.   Por lo tanto, se generó una nueva valoración con la especialidad de gastroenterología con el fin de verificar otra opción existente en el plan de servicios.
Señaló que frente al procedimiento de “Phmetría 24 horas” este ya fue autorizado y generado para el 25 de abril a las 7:30 a.m.

Preció que conforme al estatuto general de contratación de la Administración Pública se dio el proceso para el contrato de servicios de dermatología, el cual se declaró desierto por cuanto no se presentó ningún interesado y en tal sentido, hasta que se culmine dicho proceso de manera exitosa, no se podrá prestar el servicio solicitado.

Mencionó que frente a la consulta de medicina interna, no se observó prescripción médica aportada en la demanda de tutela, ni se evidenció radicación del servicio, no obstante como medida alternativa, la paciente podrá acercarse al 2º piso de esa entidad para agendar, con la orden médica, dicho servicio.
Consideró que frente a la autorización del tratamiento integral, dicha prestación fue objeto de valoración por parte del Juzgado 3º Laboral del Circuito de Pereira mediante proceso de tutela promovido por la señora EJGG, sentencia del 15 de febrero de 2018. 

En ese sentido solicitó i) declarar la improcedencia de la presente acción ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, ii) autorizar a la dirección de sanidad de la policía nacional, para que realice el respectivo recobro al FOSYGA…, iii) no autorizar el tratamiento integral por operar el fenómeno de la cosa juzgada según la sentencia del 15 de febrero de 2018 proferida por el juzgado tercero laboral del circuito de Pereira (Fls. 27-30)

3.2.  POLICÍA NACIONAL DIRECCIÓN DE SANIDAD

Explicó la naturaleza, las funciones, la estructura orgánica interna de esa entidad  para concluir que esta acción de tutela es de competencia de la Seccional Sanidad Risaralda, por lo que fue a esta dependencia a donde se remitió la demanda de amparo para que allí se pronuncien al respecto (Fls.34-36).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de abril de 2018 el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, resolvió:

“PRIMERO: Tutelar los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas de la señora  EJGG. 
SEGUNDO: Ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda que en el término de 48 horas contado a partir de la notificación del presente fallo, proceda a entregar a la señora EJGG el medicamento bromuro de pinaverio tab x 100 mg, en las cantidades y presentación ordenadas por el médico tratante y por el tiempo que estime pertinente el galeno.
TERCERO: Ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda que en el término de 48 horas contado a partir de la notificación de la presente sentencia asigne una institución prestadora de salud, en la cual efectivamente le realicen a la tutelante el procedimiento resección de lesiones cutáneas por cauterización, fulguración o crioterapia en área especial, más de diez lesiones, mismo que efectivamente deberá ser materializado en un plazo máximo de 5 días, contado a partir de la notificación de este proveído. 

CUARTO: Ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda que brinde a la tutelante un tratamiento integral de las patologías que padece, enfermedad de reflujo gastroesofágico sin esofagitis, síndrome del colon irritable sin diarrea y tumor benigno de la piel del cuero cabelludo y del cuello y que dieron origen a esta acción, por lo que en consecuencia debe autorizar todos los exámenes de diagnóstico, medicamentos, procedimientos, citas con especialistas, cirugías, tratamientos, hospitalizaciones y demás servicios que sean requeridos para su completa recuperación, que los médicos tratantes adscritos a su red prestadora de servicios ordenen, estén o no incluidos en el Manual de Medicamentos y Terapéutica del Sistema de Sanidad Militar y de la Policía Nacional.
QUINTO: Declarar que hay carencia actual de objeto en relación con la realización del procedimiento phmetría + impedanciometría 24 horas al cesar la omisión de la entidad accionada. (…)”
Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda y a nivel nacional fueron  notificadas del fallo anterior mediante los oficios No. 918 y 919 del 30 de abril de 2018, los cuales fueron enviados por correo electrónico (Fls. 58 y 59 frente y vuelto).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 4 de mayo de 2017, Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda observó que la entidad ha dispuesto todos sus mecánicos para prestar de manera oportuna los servicios de salud que el fueron ordenado a la accionante por sus profesionales teniendo en cuenta que la actora ya contaba con un fallo de tutela en el que dispuso: “advertir a la accionada policía Nacional Dirección de Sanidad Seccional Risaralda, a través del Jefe Seccional Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza o quien haga sus veces, continuar con el suministro del tratamiento integral de la señora EJGG identificada con cedula de ciudadanía número 34.967.544, correspondiente a las patologías que la viene afectando y sin interrupciones”. Es decir, que en el trámite de tutela tramitado en el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, le fue concedida la solicitud incoada por la actora, correspondiente a la protección integral. 

Consideró que debe declararse la improcedencia del “tratamiento integral” decretada por la A quo y en tal sentido, solicitó: i)  revocar el fallo proferido en primera instancia, toda vez que la actora cuenta con la protección integral ordenada por el Juez Tercero Laboral del Circuito de Pereira bajo radicado 2018-064, ii) en caso de confirmarse la sentencia de primer grado, se disponga en la sentencia sobre el recobro ante el FOSYGA por los servicios que están por fuera del beneficio de las fuerzas Militares y de Policía y iii) si se confirma  el fallo, se determine si la accionante sería beneficiaria judicial de la tutela radicada al No.2018-064 del Juzgado 3º Laboral del Circuito de esta ciudad o de la presente acción de tutela  (Fls. 63-65).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

6.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

6.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si la decisión de primera instancia se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales al haber concedido el amparo invocado por la señora EJGG, o si en este caso específico, hay lugar a revocar el tratamiento integral ordenado por la A quo, tal como lo indicó el impugnante. 
6.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que la accionante aportó las siguientes órdenes médicas: i) procedimiento quirúrgico “resección de lesiones cutáneas por cauterización, fulguración o crioterapia en área especial, más de diez lesiones” por  presentar “tumor benigno de la piel del cuero cabelludo y del cuello queratosis seborreica (fls. 5-9); ii)  valoración con gastroenterología, phmetría + impedancionmetría de acuerdo a su patología de reflujo irritable sin diarrea” (Fls. 10-12),  y iii) del medicamento Bromuro de Pinaverio (fl. 17).  Así mismo, se evidencia el oficio No. S-2018 del 3 de abril de 2018 la Policía Nacional Seccional Sanidad Risaralda mediante el cual le notificó a la accionante el concepto del CTC No.10 en el que se consignó que el medicamento Bromuro de Pinaverio TAB x 100 mg no cumple con lo dispuesto en el Acuerdo 052 de 2013 articulo 8 lit b que señal: “que la prescripción de medicamentos por fuera del manual único de medicamentos y terapéutica del SSMP será consecuencia de haber utilizado y agotado las posibilidades terapéuticas del manual sin obtener respuesta clínica o paraclínica satisfactoria…” (Fls. 16-18). 
6.5. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud reclamado por la actora, ante  la negativa de la entidad accionada a suministrar los anteriores servicios médicos, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. 
Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras). 
6.6.  Ahora bien, en lo que respecta al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
. Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.  Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)

6.8.  Debe reiterarse que el artículo 49 de la Constitución Política dispone que  el Estado Colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este marco, la Corte ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: “todos los usuarios del Sistema de Salud tienen derecho a acceder a los servicio de salud que requieran con necesidad, estén o no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud”. El derecho constitucional de acceso a los “servicios que se requieran”, tal y como se puntualizó, no depende que los mismos estén incluidos o no en un POS  o si la entidad responsable cuenta o no con los mecanismos para prestarlos directamente, ya que si el sistema de seguridad social no garantiza los medios para otorgar un servicio necesario, ello constituye un obstáculo para el acceso a los mismos; y en tal medida se irrespeta el derecho a la salud, que se encuentra en conexidad con el derecho a la dignidad y a la vida en condiciones dignas, máxime que la Corte Constitucional ha señalado que los derechos fundamentales de personas de la tercera edad gozan de una especial protección tanto en el ámbito internacional como en nuestro Estado Social de Derecho, ello dado la situación de indefensión, vulneración y debilidad de esta población y la necesidad de garantizar un desarrollo armónico e integral de la misma. 
6.10.  De conformidad con las normas transcritas y jurisprudencia constitucional antes relacionadas, esta Sala encuentra que lo ordenado por el juez de primera instancia se ajusta a los mismas, si se tiene en cuenta que la señora  EJGG, de 63 años de edad, padece varias patologías que le han menguado su salud ante la ausencia de los tratamientos médicos que le fueron prescritos y que fue el motivo que la llevaron a acudir nuevamente al juez de tutela, ya que si se observa el fallo proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 15 de febrero de 2018, el cual quedó bajo el radicado  No. 2018-064, ese despacho en su numeral segundo advirtió al Jefe de la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda que continuara con el suministro del tratamiento integral a la señora Garcés por “las patologías que la vienen afectando” (folio 50 vuelto), y si se confrontan las pruebas que adjuntó con el escrito introductorio que generó dicho fallo, la accionante en esa oportunidad había sido valorada  por el médico internista Hugo Alberto Pérez Pertuz el 18 de enero de 2018, consultó por nutrición y dietética, siendo remitida a valoración por gastroenterología y le fue prescrito  una “prueba ecocardiograma de stree con prueba de esfuerzo o con prueba farmacológica” (Fls. 41-45).  
6.11. De tal manera, que para esta Sala no son de recibo los argumentos expuestos por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda en el sentido de que la actora ya contaba con un fallo de tutela (radicado 2018-064) tramitado por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira a su favor en la cual le concedieron la protección integral, pues la actual demanda versa sobre hechos y pretensiones diferentes, habida cuenta que la señora Garcés ya tiene un diagnóstico y tratamiento emitido por el gastroenterólogo Jairo Alfredo Guevara Guzmán y por el dermatólogo Germán Alonso Montes Ramírez, por lo que no se puede inferir que se ha configurado una cosa juzgada. 

6.12. Así las cosas, esta instancia constitucional  considera que la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda deberá brindar un tratamiento integral a la señora EJGG con respecto a sus patologías de “enfermedad de reflujo gastroesofágico sin esofagitis y síndrome de colon irritable sin diarrea” y “tumor benigno de la piel del cuero cabelludo y del cuello queratosis seborreica”, con el fin de que los tratamientos ordenados por los especialistas en gastroenterología y dermatología, no se vean suspendidos o interrumpidos por barreras de índole administrativos y para que la actora no se vea en la necesidad de estar  interponiendo otras tutelas para acceder a los servicios médicos frente a los diagnósticos de los cuales ya se tiene un procedimiento determinado.  Lo anterior, conforme al precedente de la Corte Constitucional en la Sentencia T-214 de 2013 en la que reiteró los criterios que deben tener en cuenta para las entidades encargadas de prestar servicios en salud garanticen la continuidad en la prestación del servicio público de salud sobre tratamientos médicos ya iniciados, así: 

“(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tiene (sic) a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”
.    

6.4.6 La Corte ha sostenido que el principio de continuidad en la prestación de servicios de salud responde, no solo a la necesidad de los usuarios de recibir tales servicios, sino también a los postulados del principio de buena fe y de confianza legítima contemplados en el artículo 83 de la Constitución Política de 1991 que dispone:

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Esos fundamentos garantizan a los usuarios de los servicios de salud que su tratamiento no va ser suspendido luego de haberse iniciado
 bajo la vigencia de una afiliación que posteriormente se extingue, sin que deba importar la causa de su terminación. En ese orden, el tratamiento médico debe ser terminado hasta la recuperación o estabilización del paciente, esto es, sin interrupciones que pongan en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal o a la dignidad
.            

6.4.7 Conforme a lo antedicho, la Corte ha identificado una serie eventos en los que las EPS no pueden justificarse para abstenerse de continuar con la prestación de los tratamientos médicos iniciados, estos son:   “i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”
. (Subrayas fuera del texto original)

6.13. Y en lo que tiene que ver con la petición del impugnante que hace relación al derecho que le asiste a su representada a la facultad de recobro por aquellos servicios contemplados en el fallo objeto de recurso, es necesario establecer que la Corte Constitucional
 y esta Sala de decisión
 han abordado el tema, concluyendo que el recobro no es una situación que deba debatirse a través del mecanismo excepcional de tutela, ya que las entidades de salud cuentan con los mecanismos y procedimientos idóneos para acceder al reembolso de los dineros de manera directa, sin que medie orden judicial que así lo declare. En relación a este tema, la Corte Constitucional en sentencia T-760-08 manifestó:
“..(ii) no se podrá establecer que en la parte resolutiva del fallo de tutela se debe autorizar el recobro ante el Fosyga como condición para autorizar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir. La EPS debe acatar oportunamente la orden de autorizar el servicio de salud no cubierto por el POS y bastará con que en efecto el administrador del Fosyga constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC.”(Subrayas propias)

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 27 de abril de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora EJGG en contra de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Ver sentencia T-1198 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias T-164 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-505 de 2012 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), entre otras. 


� Ver Sentencia T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), en la que se ratifica lo considerado en la sentencia T-573 de 2005 (MP.  Humberto Antonio Sierra Porto), en lo concerniente a que la buena fe constituye el fundamento la confianza legítima, lo que conlleva a la garantía de que a las personas no se le suspenda un tratamiento de salud una vez se haya iniciado.


� Ver Sentencia T-185 de 2010 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).


� Ver Sentencia T-170 de 2002 (Manuel José Cepeda Espinosa), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias C-800 de 2003 (MP. Manuel José Cepeda), T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), T-281 de 2011 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-531 de 2012 (MP. Adriana María Guillén Arango), entre otras. 


� Corte Constitucional Sentencia T-760 de 2008 -  Auto 067A del 15-04-10 - Sentencia T-727 de 27-09-11.


� Sentencia de tutela del 08 de Marzo de 2012. Accionante: Diego Fernando Arce, Accionados: Secretaria Departamental de Salud,  Hospital Universitario San Jorge y CAFESALUD EPS-S. MP. Manuel Yersagaray Bandera. 
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